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I. - Introducción 

La aplicación de políticas de ajuste económico y reforma estructural 
en América Latina ha di feri.do en tiempo y forma entre los distintos países 
de la región y ha pasado por muy diferentes instancias en cada uno de ellos 
considerados individualmente. 

En el caso de la Argentina, resulta interesante analizar lo 
acontecido haci.a fines de los 80 y pri.nci.pios de los 90, cuando las 
propuestas ortodoxas de los crgani.smos fi.nanci.eros i.nternaci.on~les fueron 
presentadas como la úni.ca alternativa de poltti.ca económica d'isponi.ble, 
como un imperativo de pol i.tica. Para ese entonces, habida cuenta de la 
presión ejercida por los organismos multilaterales de crédito especialmente 
después de la crisis de la \:1euda y del fracaso de otros experimentos 
económicos, no es de extraf1ar que se adoptara di.cha ortodoxia. Si. resulta 
llamativo que se pudiera impl•:!mentar con relativo éxito! recién en los 90 y 

no antes. 
Resulta llamativo desde el punto de vista de que ciertas medidas -

liberal izaci.ón comercial, desregulación, privatizaciones- fracasaron bajo 
gobiernos anteriores que, aunque las aplicaron con diferente modalidad, 
también contaban con distintas capacidades como para llevarlas adelante. Me 
refiero, por ejemplo, a gobiernos tan di sí.mi les como el último periodo 
militar, el cual tení.a todo el aparato el aparato burocrótico-institucional 
y los mecanismos autoritario-represivos a su disposición, y el último 
gobierno radical, respetuoso de los derechos cívicos y hasta cierto punto 
inclinado a forjar pactos sociales que respaldaran sus iniciativas en temas 
económicos y políticos muy sensibles. 

Por lo tanto, cabe preguntarse por qué, por el contrario, el actual 
gobierno peronista pudo implementar estas medidas con relativa facilidad, 
sin tener que enfrentar una oposición significativa y mucho menos 
desestabilizante, no obstante los altos costos sociales de este tipo de 

1 El término "éxito" no contiene cargas valorativas ni se refiere a 
logros posi.ti.vos en el plano econ6111i.co. A los fi.nes de este trabajo, el 
fenómeno a explicar es el grado de éxi. to/fracaso en la implementación de 
una polttica, definido como la posibi.lidad/i111posibi.li.dad del Estado de 
llevar adelante, en este caso, sus objetivos pri.vatizadores (v.g., la venta 
o concesi.6n de compal"ttas en las que el gobierno detenta propiedad y/o 
control sobre su gerenci.ami.ento) en condiciones polf ti.cas y económicas 
aceptables para los actores involucrados. 



medidas y sus contradicciones ideológicas con la histórica doctri.na 
peronista. 

El objetivo de este trabajo es analizar las condiciones de viabilidad 
de las reformas económicas llevadas a cabo por el actual gobierno peronista 
a partir de 1989, especialmente en lo que concierne a la venta o concesión 
de empresas públ i.cas. Para el lo, la sigui.ente sección fundamenta la 
elección de las privatizaciones como caso de estudio; la tercera sección 
presenta el marco teórico con el que se intenta abordar esta prol?J-emática; 
la cuarta, recoge la información relevante que se desprende de los datos 
empí.ricos, y la quinta sintetiza el argumento, a modo de conclusión. 

II.- Estado, mercado, sociedad 

Del conjunto de medidas que componen un típico programa de ajuste y 
reforma estructural, l(l pri. vat ización de empresas públ i.cas parece 
particularmente relevante para tratar de desentrañar estos interrogantes 
del caso argentino. 

En primer lugar, es un claro ejemplo de la interacción entre 
variables domésticas e internacionales ya que, por un lado, ha sido una de 
las medidas centrales del conjunto de recomendaciones de las agencias 
financieras internacionales para los países en desarrollo y, por lo tanto, 
como parte de los rnecani smos de condicional i. dad financiera, ha influido en 
el curso de sus polí.ti.cas económicas de manera significativa, ori.entóndolos 
hacia una clara reducción del tamaño del aparato estatal y del rol del 
Estado en la economí.a. Por otro, aunque la retórica oficial las presentara 
como guiadas por la búsqueda de la eficiencia que sólo el libre juego del 
mercado puede producir, las privatizaciones han si.do utilizadas por la 
mayoría de los gobiernos como un recurso para ali.vi.ar, dinero efectivo o 
tí.tules de deuda mediante, las presiones externas e internas provenientes 
de sus crónicos endeudamientos y crisis fiscales. 

En segundo término, el desarrollo histórico de las relaciones Estado-
sociedad y Estado-mercado en la Argentina hace que la privatización de 
empresas públicas, tomando a éstas últimas como la corporizaci.ón de una 
particular relación entre poder público y privado, resulte mucho más 
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reveladora de la evolución de dicha relación que otras medidas del paquete 
de reformas. 

Es decir, en gran parte como herencia del modelo social que el 
peronismo puso en marcha en los 40, el Estado argentino no sólo expandió 
enormemente sus acti. vidades en la esfera económica (como productor, 
empresario, regulador, etc:), sin6 también se convirtió en arena de 
resolución de conflictos sociales y al mismo tiempo en botín de guerra de 
coaliciones enfrentadas que, en virtud de las prerrogativas que éstas le 
extraí.an, ayudaba a mantener el resultado de esa puja en un"ltpermanente 
empate o, lo que es lo mismo, en una continua escalada. Durante décadas fue 
un estado "capturado" por la sociedad d vil que, como señalaba O' Donne ll, 
reproducla en sus estructuras la dinómica perversa de la lucha de clases: 

"The state was recurrently razed to the ground by ci.vi.l 
soci.ety's changi.ng coali.ti.ons. At the tnsti.tuti.onal level, the 
coal i. ti.ons were l i. ke great ti.de:; wh i. ch momentari. ly covered 
everythi.ng and whi.ch, when they ebbed, woshed awoy enti.re 
segments of the state --segments whi.ch would later serve as 
basti.ons for the pi.eci.ng together of a new offensi.ve agai.nst 
the cooli.ti.on whi.ch had forced i.ts opponents i.nto retreat. The 
resul t was a state apparatus extensi. vely coloni.sed by ci. vi. l 
soci.ety . . . [whi. ch] was extraordi. nari. ly fragmented, reproduci. ng 
i.n i.ts i.nsti.tuti.ons the complex and rapi.dly changi.ng 
relati.onshi.ps of domi.nant and subordi.nated classes"2. 

De todos modos, estas caracterí.sticas nos hablan de un proceso de 
doble ví.a. El tipo de relación descripta implicaba, a su vez, que los 
actores social es claves (grupos económicos, sindicatos) también tuvieran 
muy poca autonomí.a del poder estatal, ya que dependían de sus prerrogativas 
para sobrevivir y para mantener y acrecentar su influencia pollti.ca. 
Incluso, en e 1 peri.oda post-peronista, hubo importantes cambios en la 
relaci.ón de fuerzas entre sectores y dentro de ellos, pero si.empre 
mantuvieron este nexo ambiguo con el Estado, que les garantizaba su poder 
de veto. Estos factores explican, en gran medida, por qué el rumbo de la 
polí.tica económica -así como el de otras políticas públicas- fue alterado 

\ 

tan frecuentemente y enfrentó tantos problemas de implementación. 
Ademós, dentro del mismo Estado fueron desarro l lóndose e i e rtos 

intereses burocrót icos que cree ieron i. ncl uso, como muestra Schvarze r 
(1981), durante gobiernos que en lo económico defendí.an el libre mercado. 

2 f i e . O'Donnell, 1978, p. 25. 
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Paradójicamente, a pesar de que bajo e 1 último gobierno mi.1 i. tar ya 
arreciaban las criticas a la desmedida expansión del Estado, las medidas 
económicas tomadas no modificaron significativamente su rol en la econom10 
argentina. El programa de privatizaciones implementado por esos años no 
condujo a una reducción del gasto público como se esperaba; por el 
contrario, favoreció el desarrollo de un huevo grupo de firmas (una suerte 
de complejo público-privado) cuyo crecimiento planteó nuevas demandas sobre 
el Estado, deterioró aún más el sistema administrativo y reforzó el 
carácter subsidiario del aparato público. 

Es interesante notar que, aunque en aquel entonces el sector 

,,-::, ..... -- ... --~ _.., .............. '-,. - .. \ 

heterogéneo y su respaldo, al tanente frógt l. 1_::i ,,,, s~a act ~1.d se mantU\\.' 

cuando el último gobierno radical lanzó algunas privatizaciones. A pesar de 
que para ese entonces los términos del debate estatismo versus 
privatización ya habi.an cambiado a nivel doméstico e internacional, muy 
pocas privatizaciones pudieron llevarse a cabo efectivamente. Los logros 
estuvieron lejos de los objetivos gubernamentales y uno de los obstáculos 
fue la falta de interés del sector privado en adquirir las empresas 
estatales. 

Por eso es que resulta sorprendente el carácter integral de las 
recientes privatizaci.ones de empresas públicas, la rapidez con que el 
actual gobierno las llevó a cabo y la relativa facilidad con que sorteó la 
escasa oposición que encontró en su camino. 

En s1ntes is, dados estos antecedentes y la compleja trama de 
relaciones económicas y sociales que se desarrolló alrededor de esto 
particular relación entre el poder público y privado, la poli.ti.ca de 
privatizaciones adquiere una relevanci.a especial dentro del paquete de 
reformas implementado por el actual gobierno. Por lo tanto, el interrogante 
inicial puede ser abordado en un contexto más acotado, aplicándolo sólo a 
un área particular de la polí.tica económica: privatizaciones. Ello 
permitirá observar la conducta de los actores involucrados en contextos 
especí. f i cos. 

En ese sentido, cabe preguntarse por qué las privatizaciones se 
convirtieron súbitamente en una polttica viable, cudles fueron los factores 
que capacitaron al gobierno a lanzar y llevar a cabo una reforma de esta 
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naturaleza. En otras palabras, qué cambi.ó en la~ percepciones, estrategias 
y factores de poder de los actores como para que aceptaran una modificación 
tan sustancial en su tradi.ci.onal forma de relación. 

III.- La viabilidad de la reformo 

Para explicar la vi.abi.li.dad de· una poli.ti.ca, conviene "t hacer una 
di.ferenci.aci.ón entre vi.abi. lidad poli.ti.ca, económica y técnica3 . De más está 
deci.r que se trata de una di.stinci.ón meramente analtti.ca y que estas tres 
di.mensi.ones del término "vi.abi.li.dad" están íntimamente relacionadas. 

La viabi. l i.dad pal í.ti.ca está referida al grado en que una pol í.tica 
puede servi.r como instrumento para la construcción de una coalición que 
aporte respaldo pol Hi.co. En ese senti.do, es necesario mi.rar a aquel los 
factores y procesos capaces de generar credibi. l i.dad y legi ti.mi.dad. Por 
ejemplo, cómo la política es definida, enmarcada y presentada al debate 
públi.co; cómo se la relaciona con la experienci.a pasada; qué tan persuasiva 
es la presión y/o el asesoramiento i.nternaci.onal; qué tan efectiva es di.cha 
pol í.ti ca para generar respaldo por parte de actores externos; cómo influye 
en el grado de consenso u oposición soci.al y en la estabilidad del régimen. 

La viabi.li.dad económica se refiere a los costos y beneficios 
materiales y no materiales que una pol Hica puede generar y que, en gran 
medida, determinan sus posi.bi. l idades de sostenerse en el tiempo (v.g., 
qui.én obtiene qué). 

La viabi.l idad técnica se define como el grado en que una pol i.tica 
encuentra sustento en las capacidades insti. tuci.onales existentes y, en 
consecuencia, la movilización de recursos humanos, materiales, 
administrativos y organi.zaci.onales que su implementaci.6n requiere es 
posible. 

3 La di ferenciaci6n de estos tipos de viabi. l i.dad stgue la presentada 
por Hall (1989), aunque con importantes modi.fi.caci.ones, ya que et anóti.si.s 
de este autor se centra en el rol de las ideas en el proceso de formación· 
de una pol ttica y en cómo logran i.nsti tuci.onal i.zarse mós que en el proceso 
de formación de la pol thca en st mi.smo. 
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La interacción de estas tres dimensiones a lo largo de las diferentes 
fases del proceso de formación de una pol í.tica puede trazarse en tres 
arenas de acción: la que concierne a los cí.rculos de toma de decisiones 
dentro de las estructuras estatales, los circuitos de relación entre el 
gobierno y los actores externos (e.g., acreedores, agencias 
internacionales, otros estados) y la esfera mós amplia de la política 
doméstica a la cual se di.rige la política a implementar. Entonces, el 
estudio de casos concretos de pri.vati.zaci.ón ti.ene por objeto i.denrificar en 
estas tres arenas de acción los actores involucrados, sus relaciones de 
poder, el tipo de ideas que sostienen, la forma en que perciben los 
intereses en juego y las opciones y estrategias a su disposición. 

El propósito de examinar todos estos elementos es descubrir las 
llamadas "redes de politica" 4 a través de los cuales la poltti.ca econ~nica 
se forma y se aplica. La incor~oración de este enfoque no es casual. Por el 
contrario, puede decirse que, dados los interrogantes iniciales, lo 
importante no es sólo explicar por qué se observa un mayor o menor grado de 
éxito en la implementación de una polí.ti.ca, si.no también cómo se produjo 
ese resultado. 

En ese sentido, resulta re levante identificar tanto los factores 
estructurales como los que hacen al proceso polí.ti.co en sí. mismo, es decir, 
los mecanismos formales e informales que estructuran la pol í.ti.ca y las 
polí.ti.cas en una sociedad dadas. 

El supuesto subyacente de este tipo de enfoque es que dichos 
mecan1smos de organización que la literatura sobre el tema define 
ampliamente como "instituciones "6 juegan un rol crucial en la mediación 

4 El concepto de redes de poli.ti.ca (policy networks) se refi.ere al 
proceso de relaci.onami.ento o entrelazamiento por el cual los actores 
involucrados en un área determinada de poltti.ca se conecJ:.an unos con otros. 
La red es el resultado de sus i. ntercambi.os o de sus acciones cornbi. nadas. 
Esta categor1a ha si.do ampliamente desarrollada en estudios comparati. vos 
sobre poltti.ca i.ndustri.al y polttica económi.ca exterior. Véase, 
Katzenstei.n, 1978 (Cap. 1 y 9); Wi.lks and Wright, 1987; Marsh and Rhodes, 
1992 (Cap. 1 y 11)¡ Coleman and Skogstad, 1990 (Cap. 13); Marin and Mayntz, 
1992. 

5 Al respecto, véase March and Olsen, 1984 y 1989. 
6 El término i.nsti.tuci.ones es usado aqu1 en una acepción genérica que 

i. ncl uye tanto organi.zaci.ones formales como reglas de juego y prácticas 
formales e i.nformales que estructuran la tnteracci.6n entre actores. La 
fuente de i.nspi.radón de este tipo de enfoque está tomada de estudios 
recientes que se i.nscri.ben en la tradi.ci.6n del i.nsti.tuci.onal i.smo hi.st6ri.co 



entre los i.ntereses y las capacidades de los i.ndi.viduos y grupos 
involucrados, porque las normas y reglas corpori.zadas en esas 
configuraciones institucionales condicionan no sólo la posi.bi.li.dad de los 
actores de alcanzar sus objetivos si.no también la naturaleza misma de esos 
objeti.vos. De ese modo, las insti.tuci.ones, en tanto trama organizaci.onal, 
proveen la arena, las reglas y los recursos para las luchas políticas y, 
por lo tanto, tienen dos efectos importantes sobre el proceso de formación 
de una poli.ti.ca: afectan el poder de los actores sobre los resultados de 
poli.ti.ca y afectan la definición que esos actores hacen de sus prop,v,s 
intereses vis-ó-vis su posición y la de los otros. 

Cabe aclarar que este énfasis en los elementos institucionales u 
organizacionales no implica la subestimación de otras variables. En este 
marco teórico, las instituciones son consideradas variables .intervinientes 
que colocan a otros factores (los actores, sus intereses, estrategias, 
relaciones de poder, etc.) en contexto, y muestran cómo di.chos factores se 
re laci.onan unos con otros, cómo se estructuran las situaciones pol í.t icas. 
En síntesis, las variables institucionales limitan, posibilitan, median y 
reflejan la polí.tica, pero nunca son la única causa de un resultado 
determinado. 

Con estos supuestos en mente, se puede avanzar una primera hipótesis 
de trabajo general que postula lo siguiente: en los últimos años han 
surgido nuevos rasgos organi.zaci.onales y mecani.smos i.nsti.tuci.onales en la 
pol i.tica argentina que han alterado los parámetros dentro de los cuales se 
desarrolla el proceso de formación de la polltica econ~nica y que han hecho 
que el programa de privatizaciones se convirtiera en una poli.ti.ca viable. 

que abreva en la obra de autores como Max Weber, Karl Polanyi., Thorstei. n 
Veblen y otros. Véase, Skocpol en Eva ns et al. (eds.), 1985; Hall, 1986 y 
1989; Ikenberry, 1988a y 1988b; Ikenberry et ol., 1988; Stei. nmo et al., 
1992; Katzenstei. n, 1978¡ Gourevi tch, 1986. Hasta cierto punto, este nuevo 
i. nsti. tuci.onal i.s1110 comparte muchos elementos de anál i si. s con la literatura 
sobre redes de política antes mencionada y con los modelos sobre 
corporativismo. 
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IV.- La polttica de privatizaciones 

Como se mencionó anteriormente, los interrogantes que se intentan 
develar están relacionados con el estadio de implementación de la pollti.ca 
de privatizaciones. Pero toda pollti.ca, en realidad, desarrolla un "ciclo 
de vi.da" a través de diferentes fases que interactúan y se influyen 
mutuamente, de modo que el resultado final no es el resultado de un proceso 
lineal sino de múltiples redefiniciones de la misma polltica que se van 
dando en di.chas fases. Por eso, para entender mejor cómo se llevó1a cabo la 
implementación, conviene explorar el proceso de formación de una polltica 
en su conjunto: la transformación del tema en problema, su inclusión en la 
agenda gubernamental como una cuestión a resolver, la adopción de la 
decisión y, finalmente, su i.mplementación 7 . En ese orden se irán 
presentando los resultados del estudio emplrico8 . 

A primera vista, la primera caracterlsti.ca que surge de las 
privatizaciones llevadas a cabo en la Argentina es que cada caso presentó 
una modalidad particular y ello, en gran parte, se debi6 a que no existió 
un di.seña previo, un plan claro y omni.comprensi.vo de lo que se queda 
hacer9. Eso nos marca un primer rasgo del proceso de formación de la 
polltica de privatizaciones, clave para entender su desarrollo posterior: 
una vez adoptada la decisión -y, no casualmente, adoptada de forma 
precipitada- su implementación se fue definiendo sobre la marcha. 

En lo que conClerne a la adopción de la decisión,. corno pasó en el 
resto de los palses que emprendieron este tipo de reformas, las 
pri. vat izaciones fueron producto de i.ni. ciat i. vas estatales, tornadas por las 

7 La desagregación del proceso de formación de políticas es un 
ejerci. do meramente anal t ti co que con ti.ene una gran dosi. s de arbi. trari.edod. 
La secuencia aquf presentada es una adaptación de categorización propuesta 
por Hughes y Mi.jeski., 1984, Cap. 1. 

8 Los comentarios que sigue.n intentan recoger la experiencia de 
vari. os casos de pri. vati zaci.ones sobre los que existen estudios publicados, 
pero sin duda se hallan fuertemente influenci.ados por tres casos sobre los 
que 1 a autora ha ahondado y que pueden encontrarse en Margheri ti s, 1995a, 
1995b y 1994. 

9 De por sf, los sistemas de información de las empresas públ i.cas han 
sido siempre altamente ineficientes. Los datos suelen ser escasos o 
inexistentes o estar mal organizados. A menudo ni siquiera se cuenta con 
balances actualizados, como sucedió en el caso de ENTel. Todo ello 
dificulta aún más realizar un di.agnóstico correcto de la situación sobre la 
que hay que actuar, paso previo a cualquier diseno de pol f tt ca. 

8 



élites gubernamentales. En el caso argentino, di.cha i.ni.ci.ativa conjugó 
necesi.dad y oportuni.dad. Las pri.vati.zaciones no figuraban en la plataforma 
electoral del parti.do peroni.sta; más aun, habí.an si.do resistidas por éste 
cuando la admi.ni.straci.ón radical las impulsara unos pocos años antes. Pero 
el gi.ro i.deológi.co que el Ejecutivo manifestó a poco de asumir, el armado 
de una nueva coalición gobernante que garantizara cierta estabilidad 
pal ttica y económica y las urgencias fi.nanci.eras de un Estado en 
bancarrota, h i.ci.eron que las pri vat i.zaci.ones pasaran a ocupar un lugar 
central en el programa de gobi.erno de la nueva admi.ni.straci.ón. En cuanto a 

la oportuni.dad, puede decirse que era propicia porque la problemática de 
las empresas públicas -especialmente, la crí.tica·a su mala performance e 
impacto negativo sobre otras variables económicas- habí.a madurado lo 
suficiente como para traducirse en un amplio consenso de la opinión pública 
en favor de la privati.zaci.ón. Además, como se seííaló anteriormente, los dos 
gobiernos anteri.ores ya habí.an colocado el tema en la agenda gubernamental 
e, i.ncluso, habí.an dado pasos muy concretos en ese sentido, como lo hi.zo el 
gobierno radical especialmente a partir de 198710 . 

Obviamente, en ese entonces no estabo presente la conjunción de 
factores que favoreci.eron un avance notable de las privatizaciones dos años 
después. Ya se menci.onó el escaso interés privado en adquirir las empresas 
públicas. En el plano de las ideas, no existí.a en el partido radical nada 
parecido a la devoción ciega por los preceptos neol ibera les que el 
peronismo profesó a poco de inici.ado su primer mandato. El discurso de 
Al fonsí.n estaba centrado en la importancia de recuperar y consolidar los 

10 Los ensayos pri vati.zadores del gobi.erno radical comenzaron en 
enero de 1984, con el Decreto # 414 del Poder Ejecutivo, por el cual se 
creó una comisión que debta determinar qué empresas estatales debían 
venderse. Sólo se concretaron las privatizaciot1es de SIAM, Opalinas 
Hurlingham y Sol Jet, y quedaron inconclusas las de Las Palmas del Chaco 
Austral y Austral Uneas Aéreas. Frente a urgencias financieras, en 1986 se 
i.ntenta profundizar el proceso pri.vati.zador, i.ncluyendo en él o empresas 
petroqutmicas, lo que despierta fuerte oposición. Este impulso se refuerza 
a partir de setiembre de 1987, cuando el nuevo Ministro de Obras y 
Servicios Públi.cos, Dr. Rodolfo Terragno, lanza las privatizaciones de 
ENTel, Aerol tneas Argentinas y del sector petrolero. Las mismas generaron 
serias crtti.cas y resi.stenci.as de los si.ndi.catos, del peroni.smo, de los 
partidos de izquierda, de las fuerzas armadas e, incluso, de algunos 
sectores radicales. Esto coinci.dió con el período de detet'i.oro creci.ente de 
la capacidad de maniobra política del gobierno y, por lo tanto, estas 
iniciativas no llegaron a concretarse. Véase, Glade (ed.), 1991, pp. 75-98. 
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mecanismos democráticos y, como señala Cani.trot (1994), la política 
económica estaba al servicio de las necesidades políticas. 

Con Menem la política económica cobró total relevancia: la crisis era 
de tal magnitud que se convirtió en el mejor argumento contra cualquier 
tipo de objeción que pudiera hacerse a la nueva orientación económica, 
incluso por parte de aquellos que dentro del peronismo no eran "conversos" 
a la nueva fe. Además, la cooptación de funcionarios extra-partidarios y de 
un compacto equipo de técnicos aportó cohesión ideológica en torno a los 
postulados neoli.berales y le di.o una ejecuti.vi.dad a la acción gubername~tal 
de la que el anterior gobierno carecía. 

Por otra parte, el traspaso de un mandato presidencial a otro se 
había parecido más a una huida desesperada de un barco naufragado que a una 
alternancia eleccionari.a normal. Al fonsin entregó el gobierno e1nco meses 
antes de lo previsto, en medio de una alta inestabilidad política y 
económico-fi.nanciera. En consecuencia, el peronismo no sólo pudo aprovechar 
la llamada "luna de mi.el" que sucede a toda llegada al poder, sino también 
el estado de total descrédito y debilidad polltica de la oposición. 

Con todos estos factores se formó lo que se suele llamar "el contexto 
de la decisión", cuyos elementos permitieron enmarcar la pollti.ca de 
pri.vati.zaci.ones en un determinado di.agnóstico que identificaba empresas 
públicas con ineficiencia, inflación, déficit, etc., y presentarla no sólo 
como la mejor alternativa si.no, por sobre todas las cosas, como la única 
posible, porque sólo un cambio radical podio conjurar tantos males. las 
contradicciones con la tradicional ideología peronista fueron resueltas 
apelando a la necesidad de interpretar las ideas de Perón de acuerdo con 
las nuevas circunstancias y, consecuentemente, aplicar lo que el 
pragmatismo indicara. En ese sentido, el tipo de vínculo líder-bases que el 
peronismo ha mantenido facilitó el aggiornamiento ideológico: en el 
conductor, libre de las ataduras que podría implicar cualquier pacto entre 
gobernados y gobernante, se delega la misión de marcar el rumbo; por lo 
tanto, él es el único que interpreta correctamente el sentir del pueblo y 
sus necesidades11. Además, Menem le ha imprimido a este rol Lln cierto toque 

11 Menem ha personi.fi.cado concienzudamente este tipo de mandato. 
Durante los primeros aílos de su mandato solfa decir: " ... del repaso que 
estoy haciendo de los libros de Perón, tengo la certeza de haber tomado el 
comino correcto" (Cf. El Cronista Comercial, 12/07/89, p. 5). Y ast quedo 
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de misticismo, lo cual lo lleva a presentarse como el portador de ''la" 
verdad12 . 

Esta es la forma en que se fue construyendo la viabilidad política de 
la decisión de privatizar; luego se afianzaró con pasos concretos tomados 
durante la fase de implementación. 

Ahora bien, podría pensarse que la viabilidad técnica constituirla un 
verdadero obstóculo a la implementación de esta política, ya que semejante 
contexto de cri.si. s y falta de recursos y capacidades de gobi.er.go hari.an 
casi. i.mposi.ble llevar adelante tamana reforma. Asi. era, pero di.ch~ contexto 
ampliaba el margen de maniobra de tal modo que dichas carencias permitiera,, 
no sólo recurnr a un discurso justifi.catorio del pragmatismo y de la 
discrecional idad con que se l levario a cabo s1no, especialmente, 
"autorizaran" el uso de cualquier tipo de mecanismos de decisión de 
cuestiones concretas y de eJecución. 

Por ejemplo, merced a un acuerdo entre los dos partidos mayoritarios, 
la Uni.ón Ci.vi.ca Radical dejó que, durante los cinco meses que faltaban para 
que legalmente se produjera su asunción, el pet·onismo funcionara en lt1 
Cámara de Diputados corno si. tuviera la mt1yoria parlamentaria que había 
logrado en las elecciones. Eso permitió la aprobación rópi.da de dos leyes 
fundamentales: la Ley de Reforma del Estado (# 23. 696, sancionada el 17 de 
agosto de 1989), por la que se conceden poderes de excepción al Ejecutivo 
para intervenir empresas públicas, modificar su funcionamiento y 
privatizarlas, y la Ley de Emergencia Económica (sancionada el 1° de 
setiembre de 1989), por la que también se le otorgan amplios poderes de 
decisión al Ejecutivo y, entre otras medidas económicas, se derogan las 
normas de diferenciación entre capital nacional y extranjero (por lo que se 

confirmado en las declaraciones de algunos de sus seguidores; di.jo Jorge 
Tri.aca, ex sindicalista y en ese momento Ministro de Trabajo: "Los 
dirigentes sindicales no son dueílos de la verdad, no pueden cuestionar una 
legi.ti.ma aspi.raci.ón de Menem, qui.en no hace mós que responder a la voluntad 
del pueblo" (Cf. La Nación, 25/06/89, p. 8). 

12 Son parte de su discurso cotidiano las expresiones propias del 
lenguaje religioso como, por ejemplo, su apelación al ttpi.co "hermanos, 
hermanas ... " para referirse a los ciudadanos al i.nici.ar sus alocuciones, o 
su ya clósico slogan electoral: "si.ganme, no los voy a defraudar". Según 
sus propias palabras, el 14 de mayo último obtuvo "un veredi eta post tt vo" 
acerca de su gestión y para él "la voz del pueblo es la voz de Di.os" (Cf. 
Clari.n, 21/11/95, p. 3).· 
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le permite a éste último participar de procesos pri.vati.zadores) y se 
suspende la práctica del "compre nacional" que operaba en las empesas 
públicas. 

Estas dos leyes son muy importantes en términos de legitimación de un 
alto grado de concentración de poder y di.screcional i.dad en la toma de 
decisiones por parte del Ejecutivo Nacional. Algunas otras medidas, 
tendientes a limitar la capacidad de control u oposición de otros poderes y 
organismos, coadyuvaron a facilitar el ejercicio de di.cho poder 
di.screcional, como por ejemplo: la ampli.aci.ón del número de mi.emb~s de la 
Corte Suprema y el cubrimiento de esos cargos con jueces que apoyaban la 
ori.entaci.ón ofi.ci.al, el relevo de las autoridades de la Fi.scalta Nacional 
de Investigaciones Administrativas y la recomposición del Tribunal de 
Cuentas. Además, el dictado de infinidad de normas por decreto presidencial 
y el uso por parte del Ejecutivo del derecho de veto fueron moneda 
corriente durante la admini.straci.ón menemista. 

En el caso de las pri.vati.zaciones, estas prácticas se vi.eran 
reflejadas, por ejemplo, en la disposición de venta de la mayorta de las 
empresas, hecha por decreto: cuatro decretos firmados por el Presidente 
dispusieron los lineamientos generales de la concesión del servicio 
telefónico a principios de 1990; el Decreto 1591/89 dispuso la venta de 
Aerolíneas Argentinas; el Decreto 2778/90 aprobó el plan de 
reestructuración de YPF, concediendo un alto grado de discrecionali.dad al 
Interventor de la empresa para ir más lejos de lo que la Ley de Reforma del 
Estado autorizaba y para eludir el control del Ministerio de Obras y 
Servicios Públicos; también el estatuto interno de YPF -pieza clave en la 
negociación de la pri.vati.zación- fue aprobado por decreto, al igual que las 
normas que establecieron la desregulaci.ón de las actividades del sector 
petrolero; el Decreto-Plan 666/89 inició el proceso de privatización de 
Ferrocarriles Argentinos y marcó sus pautas de desarrollo básicas. 

El mismo mecanismo fue usado durante la etapa de implementación de la 
polí.tica de privatizaciones, por ejemplo, cuando en 1990 el Ejecutivo, 
haciendo una excepción a normas anteriores, concurrió dos veces 
consecutivas en auxilio de ENTel para evitar su quiebra, y cuando el 
Presidente dejó cesante al titular de la Inspección General de Justicia, 
qui.en habi.a hecho importantes objeciones al proceso pri. vati.zador de la 
compañia telefónica y de Aerolíneas Argentinas. 
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El uso del veto tuvo su expresión clave en el tema previsional 13 y el 
rol de una Corte Suprema dependiente del Ejecutivo quedó evidenciado en el 
recurso al mecanismo del per saltum por el cual se suspendió el fallo de un 
juez de Primera Instancia, para evitar que se hiciera lugar a un recurso de 
amparo que podría haber trabado la privatización de Aerolíneas Argentinas. 
La Corte actuó en este caso con una celeridad inusitada, a instancias del 
Mi.ni.stro de Obras y Servicios Públicos, y haciendo uso de un recurso 
excepcional que la circunstancias no requerían1 4 . 

Entonces, a falta de recursos que facilitaran la viabilidad técnica, 
se hizo uso de otros mecanismos: la sensación de caos e inestabilidad 
implícitamente ampliaban el margen de maniobra gubernamental porque ponían 
freno a demandas sociales y justificaban una acción rópida y dróstica. 

Sin duda, la calamitosa situación financiera de la mayoría de las 
empresas públ teas y su baja performance en términos de prestación de 
servicios coadyuvaba a este di.agnóstico; en los casos en que mostraban 
cierto nivel de rentabilidad, como Aerolíneas Argentinas, el argumento 
esgrimido para justificar la privatización fue el de la necesidad de 
obtener recursos f i.nanc ieros que garantizaran el ri. tmo sostenido de 
inversiones requerido para mantener el servicio. 

Frente a esta "ventana de oportunidad", el gobierno 
"institucional izó" -mediante los procedimientos antes mencionados- el uso 
discrecional de las facultades decisorias con las que ya contaba y de las 
que impulsó que se le confirieran. 

No obstante, la historia no termina aquí. La discrecionalidad no sólo 
se manifestó en el uso de mecanismos extraordinarios de torna.de decisiones 
que se formalizaron a ni.vel de las instituciones y poderes nacionales, sino 
que, como se desprende de los casos de estudio, también impregnó cada uno 
de los procedimientos formales e informales a través los que las 
privatizaciones se resolvieron. Ello implicó que el juego de interacciones 
y su resultado -es decir, el "quién obtuvo qué" que determina la viabilidad 
econ&nica de una política- tuvieran características muy particulares. 

Para anal izar esta dimensión conviene tener en cuenta algunos 
factores estructurales. Ya se mencionó que las capacidades estatales 

13 Véase, Margheri ti. s, 1995a. 
14 Véase Thwaites Rey, 1993, p. 71. 
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estaban diezmadas, y ello se reflejaba en una seria crisis de credibilidad 
que condicionaba la viabilidad de cualquier i.nici.ativa gubernamental. Esto 
fue muy evidente en el caso de las pri.vatizaci.ones desde el pri.ncipi.o. 

Una mi. rada a la confi.guraci.ón de fuerzas y recursos de poder nos 
muestra una situación de desbalance signifi.cati.vo entre dos actores 
centrales: el gobi.erno, condici.onado por lds urgencias y necesidades ya 
mencionadas, y los grupos económicos y acreedores externos, únicos capaces 
de aportar el capital económico y poli.ti.ca necesario y, por lo tanto, de 
i.nflui.r notori.amente en el desarrollo de la poli.ti.ca econórni.ca"!!'y, 
concretamente, en la venta de las empresas públicas. 

La afi.rmación i.nversa podri.a hacerse en el caso de la relaci.ón 
gobierno-si.ndi.catos, en el sentí.do de que éstos últimos evidenciaban una 
situación estructural caracterizada por la falta de cohesión ideológica y 
organizacional significativa, producto de un largo proceso de fragmentaci.ón 
del movi.mi.ento obrero que deb i l i. tó su pos i. ci.ón como accor económico y 
poli.ti.ca y redujo su capacidad de negociaci.ón y su poder de veto. Ademós, 
esto último se ve acentuado, especialmente en el momento de confrontar la 
i.nflexi.bi l i.dad del gobierno menemi.sta, por el rol cada vez más secundario 
que los sindicatos han pasado a ocupar en los últimos años dentro del 
aparato partidari.o y por las consecuencias de las reformas laborales que 
este gobierno ha venido implernentando15. 

Este mapa de recursos y equilibrio de fuerzas es sumamente importante 
para entender el cóno de la privatización, porque en gran medida determina 
las opciones y estrategias de los actores. A partir de él se desarrolla la 
interacción entre los actores -principalmente, entre el gobierno y los 
posibles inversores-, lo cual determinó la forma en que la pol i.tica de 
privatización se implementó y, hasta cierto punto, su contenido. 

En efecto, con las dos leyes-marco aprobadas, comenzó una primera 
etapa de las privatizaciones que se caracterizó por la celeridad y la 
desprolijidad16 . Dos factores fueron claves para determinar el ritmo y la 

15 Respecto de todos estos cambios en el plano sindical, véase 
Palomino, Héctor: "Qui.ebres y rupturas de la acción sindical: un panorama 
desde el presente sobre la evolución del movimiento sindical en la 
Argentina", en Acuíla (comp.), 1995, pp. 203-229. 

16 La primera etapa de las privati.zaci.ones se i.ni.ci.a con la asunci.ón 
del gobierno peroni.sta a mediados de 1989, e incluye a ENTel, Aerol tneas 
Argentinas (definidos por el gobierno como leading cases), la red vi.al, las 
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modalidad de implementación de esta politi.ca: las urgencias financieras y 
la necesidad de dar una clara señal del compromiso asumido con el nuevo 
rumbo económi.co17. Respecto de éste último, se suele decir que las 
privatizaciones adquirieron un alto contenido simbólico, en tanto sirvieron 
para ganar la credi.bi. l idad del empresari.ado local y de los agentes 
económicos externos18. A tal punto que; como señala Palermo (1995), cuando 

el objetivo de pal i.ar el défici. t fiscal entraba en conflicto con el 
objetivo político, el gobierno hací.a prevalecer el segundo. 

El lo se hizo evidente en que la actitud del· gobiernq. hacia los 
organismos fi.nanci.eros internacionales no fue de confrontación si.no de 
colaboración cercana, tratando de evitar situaciones que pudieran afectar 
su frógil posición. Con respecto a los actores externos, deben hacerse dos 
distinciones. 

Por un lado, existió una intensa intervención de las agencias de 
crédito internacional, a través de asistencia técnica y de la concesión de 
préstamos destinados especificamente a la reforma del Estado, y de varias 
consultoras extranjeras que valuaron las empresas, elaboraron proyectos de 
privatización e intervinieron el proceso de licitación. Ejemplos de este 
tipo de intervención del Banco Mundial son: en el caso de ENTel, proveyó 

expertos y alrededor de 300 millones de dólares (el remanente de un crédito 

óreas petroleras y algunos ramales de Ferrocarriles Argentinos. Como 
sucedió con otras 111edidas económicas, existe un antes y un después de la 
llegada de Domingo (avallo al Ministerio de Economta y de la imple111entaci.6n 
del Plan de Converti.bi.li.dad a pri.nci.pi.os de 1991. Aunque las urgencias 
financieras sigui.eran marcando el ri.t:1110 de las privatizaciones, la nueva 
perspectiva del 111ini.stro implicaba evitar las desproli.ji.dades tratando de 
establecer los marcos regulatori.os previamente, acelerar el proceso y 
contar con el respaldo del Congreso. Con esa tónica se encaró la que 
mencionamos como segunda etapa, la cual incluye la pri.voti.zaci.ón de los 
servi.ci.os de electri.ci.dad, gas, agua y el resto de los ferrocarriles. lo 
pri.vati.zaci.ón de YPF, por sus caractertsti.cas y por su ubicación temporal, 
es un caso intermedio. 

17 En este punto, el caso de ENTel es paradi.gmótico. A tal punto eran 
importantes estos dos facbres, que el gobi. erno hito denodados esfuerzos 
por cumplir el cronograma i.ni.ci.al, sin importar que por ello se alteraran 
permanentemente los condiciones de lo concesión. 

18 Nótese que el vi.raje ideológico que el Presidente Menem puso de 
mani.fi.esto ni. bien i.ni.ci.ó su mandato no ri.ndi.ó frutos de i.nmedi.oto. la 
desconfianza interna y externa acerca de su compromiso con los preceptos 
neoli.berales continuó por casi. dos a~os, a pesar que desde un primer 
momento convocó a formar parte de su gabinete a al tos empresari.os locales y 
representantes del ala pol Hi.ca más l i.beral y conservadora. 



otorgado para la reforma del sector público); en el caso de YPF, concedió 
un préstamo de 130 millones de dólares en alwi l de 1989 para un programa de 
reformas estructurales de la empresa y expertos de esa institución 
participaron en los planes de licitación de las áreas petroleras; en el 
caso de Ferrocarriles, a mediados de julio de 1990 se conoció un informe 
preparado por el Banco para la reestructuración del sistemc1 ferroviario que 

· se f inanciarí.a con sus propios aportes, sobre el que se basó el del 
gobierno. 

Por otro lado, el papel de los bancos acreedores fue c ruc i d't porque 
debían otorgar el llamado waiver o dispensa que liberara las empresas 
públicas de su condición de garantía de la deuda pública argentina. Sin 
ello, no hubieran podido ser vendidas. De modo que esa dispensa se hizo 
esperar hasta último momento y jugó como factor de presión para que dichos 
bancos -al mismo tiempo, potenciales compradores- negociaran condiciones de 
venta mucho más convenientes a sus intereses19. Entre otras cosas, el uso 
de títulos de deuda como parte de pago fue uno de los puntos más discutidos 
y permitió a los bancos recuperar parte de sus préstamos entregando títulos 
a un valor menor que el de mercado. 

Ahora bien, en ninguna de las privatizaciones hubo una gran masa de 
interesados, sino que a menudo el gobierno debió ofrecer fuertes incentivos 
para mantener algunas pocas ofertas. Una de las formas de hacerlo fue 
efectuar grandes cambios en las empresas (saneamiento financiero, 
reestructuración i ntern.-:1, renegoc iación de los contratos colectivos de 
trabajo, despidos masivos20, etc.) a fin de eliminar sus défi.cit y 
entregarlas en condiciones de alta rentabilidad. Para lograr esto último, 
el Estado no sólo asumió los costos económicos y pal i.ticos de di.chas 
restructuraciones, sino que también se hizo cargo de los pasivos de todas 
las empresas a privatizar y, en varios casos, aceptó que las cláusulas 
contractuales otorgaran cierta garantía estatal del nivel de rentabilidad a 

19 El Ci.t~ank, 
interesado en varias 
momento. 

poseedor de gran 
privatizaciones, 

parte de la deuda argentina e 
negó su dispensa hasta úl t i.1110 

20 El personal de YPF fue reducido en un poco más del 50~ (alrededor 
de 19. 000 agentes fueron pasados a reti. ro o despedidos) durante la etapa de 
reestructuraci.ón. En el caso de ferrocarriles, fueron despedidos 28.000 
empleados sobre un total de 96.000. Durante la intervención de SOMISA, el 
personal pasó de 12.000 a 6000 en seis meses. 
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futuro. De modo que las condiciones de venta en general resultaron muy 
ventajosas para los compradores y, mediante este juego de compensac1ones, 
aquellos que antes se beneficiaban de los contratos y subsidios estatales 

' pasaron a controlar rentables monopolios y oli.gopoli.os ahora 
privati.zados21. 

Respecto de estos procedimientos; en el caso de ENTel, por ejemplo, 
la Interventora obtuvo autorización del Presidente para establecer el 
precio del servicio discrecionalmente, sin intervención del Ministerio de 
Obras y Servicios Públicos. Ast lo hizo varias veces durante el proc;rso de 
licitación, de acuerdo con las demandas de los futuros concesionari.os22. 
Ademds, entre las condiciones de venta establecidas se hallaba una clóusula 
de rentabilidad garantizada por el Estado de 16% anual, calculada sobre una 
valuación inicial de los activos de la empresa en 3200 millones de dólares, 
no sobre el monto efectivamente percibido por la venta. 

Los proyectos de prtvatización de YPF también inclufon su total 
reestructuración interna a fin de convertirla en una empresa rentable antes 
de vender sus acciones en ~a bolsa. Efectivamente, dicha transformación se 
llevó a cabo, a punto tal que en los últimos tres arios sus beneficios netos 
ascendieron a más de 600 millones de dólares anual es23, lo cual muestra 
que, contrariamente a lo que la propaganda neoliberal sostiene, el proceso 
de ajuste y saneamiento era posible bajo la órbita estatal y que la empresa 
podta pasar a ser rentable en pocos años sin que ello dependiera de quien 
detentara su propiedad. 

21 El carácter monopólico del mercado de todos los serv1c1os públicos 
fue mantenido o creado para capturar el interés de los inversores, qui.enes 
en muchos casos ast lo reclamaron como condtclón para i.nterveni.r en las 
l i. ci. taci.ones. 

22 Se estima que, en términos reales, el i.ncre111ento fue del 9096 en 
australes sólo entre agosto de 1989 y setiembre de 1990 (Cf. Gerchunoff, 
1992, p. 255). De acuerdo con lo expresado por la co111isión Bicameral del 
Congreso Nacional, a cargo del seguimi.ento de las privati.zaci.ones, el 
precio del servicio estabtecido al momento de la transferencia de la 
empresa era uno si. no el más caro del mundo y colocaba la rentabi l i.dad 
potencial en un 67% (Cf. Clartn, 07/05/91, p. 7). Un alto directi.vo de la 
empresa Bell (una de las ·co111peti.doras en la lici.taci.ón) estimó que con 
precios 5096 inferi.ores a los fijados por el gobierno y si.n el 111ecani.s1110 de 
ajuste acordado, el negocio hubiera si.do de todos modos muy rentable (Cf. 
Entrevista a Juan Carlos Valls, Página 12, 25/11/90, p. 8). 

17. 
23 Cf. El Cronista Comercial, 28/04/93, p. 2¡ Clarín, 08/02/95 1 p. 
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Además, durante el proceso privatizador mismo los futuros compradores 
participaron formal e i.nformalmente de cada i.nstancia de deci.sión, 
especialmente en la confección y modificación de los pliegos que regirían 
sus actividades y las condiciones del mercado. Por ejemplo, las AFJPs 
(Administradoras de Fondos de Jubilaciones y Pensiones) fueron consultadas 
permanentemente sobre la forma de implementar lo establecido por la ley de 
privatización del sistema previsional; las empresas petroleras locales y 
extranjeras también participaron activamente en la redacción de los 
decretos desregulatorios de las actividades del sector. Esto les cierta 
certidumbre sobre el marco legal del negocio, un elemento que 
tradicionalmente habí.a frenado su voluntad de invertir por temor a un 
posterior cambio en las reglas de juego. 

De todos modos, el tema de la seguridad jurí.dica es usado 
permanentemente por los actores en forma ambigua. Como queda claro en el 
caso de la pri.vatización del sistema previsional, los inversores lo 
esgrimen cuando las modificaciones a la ley van en contra de sus intereses, 
pero no cuando de acuerdo con sus presiones el Ejecutivo veta los 
sancionado por el Congreso. Lo mismo hace el gobierno para justificar sus 
idas y venidas respecto a varios puntos24 . No obstante, el hecho de que se 
continúen renegoci ando permanentemente los términos de casi. todas las 
concesiones otorgadas y vulnerando disposiciones legales25 redunda en una 
desconfianza general en el marco legal que debería regular esta nueva 
economí.a de mercado. 

Es de remarcar que los mecanismos y procedimientos utilizados para su 
intervención fueran informales y no standarizados. Ello está ligado a que, 
cano contracara, en el elenco gubernamental las decisiones giraban en torno 
a individuos concretos y sus pequeños entornos. Esto implica que las 
numerosas situaciones conflictivas que existieron se asemejaron a disputas 
de palacio, cuya resolución no estaba sujeta, en lo que hace a 
procedimientos, a ninguna regla fi.ja y, en lo referente al contenido, 
estaba a menudo condicionada por discrecional ismos que no encuentran 
asidero en ningún cálculo de racionalidad o eficiencia económica. 

24 Véase, Margheri.tis, 1995a. 
25 Inmediatamente después de sancionada la ley de reforma del sistema 

de seguri.dad soci.al exi.sUan por lo menos diez proyectos de modificad6n en 
danza. 
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Además, la resolución de esas di. ferenci.as a menudo llevaba a una 
reformulaci.ón de lo ·actuado por parte del predecesor o perdedor en la 
lucha, con lo cual el proceso de i.mplementaci.ón de la poli.ti.ca se 
cornpleji.zaba aún más y crecí.a la i.ncerti.dumbre acerca de su desarrollo 
futuro. Este ti.po de si.tuaci.ón se di.o, por ejemplo, cuando sobre el fi.nal 
de la pri.vati.zaci.ón de ENTel los mi.ni.stros Dromi. (Obras y Servi.ci.os 
Públicos) y González (Economía) desplazaron o lo Interventora Alsogaray y 
tomaron a su cargo el último tramo del proceso de adjudicación. 

Algunos estudios tambi.én hacen notar la falta de i.done1.4ad y 
conoci.miento del área especí.fica de los funcionarios a cargo de las 
distintas int·ervenci.ones, lo cual complicaba el proceso pri.vatizador, 
produciendo demoras, confusión e i ncert i du111bre entre los actores 
involucrados26. Asimismo, existen indicios de que muchas de las 
irregularidades que se registraron estaban relacionadas con hechos de 
corrupción, dado que algunos funcionarios actuaban simultáneamente como 
tales y corno lobbystas de los grupos económicos interesados en los 
l i.ci. toci.ones. 

Cabe ac laror que las di. sputas en el seno del gobierno teni.an 
básicamente dos orí.genes. En el caso de la primera etapa de 
privatizaciones, la indefinición general respecto de la política a seguir 
en sí. misma; es decir, como no habí.a existido un di.seno previo y los 
procedimientos se iban definiendo sobre la marcha, surgí.ar, fuertes disensos 
sobre el camino a seguir. Un claro ejemplo de esto fueron las interminables 
discusiones acerca de la regionalización del servicio telefónico, de la 
di.visión de YPF en cuatro fi.rmas según el tipo de actividad, del uso del 
mecanismo de capitalización de la deuda en todos los casos, etc. 

Pero tanto en la primera corno en la segunda etapa, un motivo de 
disputa permanente era la definición de los espacios de poder, esto es, el 
control sobre la forma y sobre el fondo del proceso pri.vatizador, sobre qué 
y cómo se llevaba a cabo. la intermina!Jles disputas entre la Interventora 
de ENTel (Morí.a Jul i.a Alsogaray) y el Ministro de Obras y Servicios 
Públ i.cos (Roberto Dromi) y entre el Interventor· de YPF (José Estenssoro) y 

el Ministro de Econorní.a (Domingo (avallo), proveen abundante prueba de 
estos hechos. 

26 Véase, Mooney and Gri.ffi.th, 1993. 
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En cuanto a los sindicatos, el gobierno adoptó dos ti.pos de 
estrategias. Por un lado, el clásico "di.vide y reinarás". Aprovechó e 
incentivó la pronunciada fragmentación del movimiento sindical, 
incorporando como funcionarios a cuadros claves de la línea más proclive a 
negoci.ar27, de modo de comprometerlos con el programa de gobi.erno28 , y 
promoviendo el acceso a la conducción de los gremios de di.rigentes afines a 
la línea oficial, por medio de procesos electorales no siempre claros y 
l i mp i. os29. Con aquel los que pertenecían a líneas más combativas e 
insistieron en cierta resistencia, el gobierno se mostró i.nfle~ble: 
públicamente desacreditó y subestimó di.cha resistencia y, cuando se trató 
de medidas concretas, las enfrentó profundizando las reformas y avanzando 
con celeridad. 

Respecto de esto último, hubo algunos episodios de fé1Tea opos1c1on a 
los procesos pri.vati.zadores, como en el caso de la huelga de los 
telefónicos en 1990, la movilización de la canunidad de San Nicolás en 1990 
y 1991 a raíz de la privatización de SOMISA, las huelgas ferroviarias y de 
los petroleros en 1991 y de los trabajadores aeronáuticos durante 1992 y 
1993. El gobierno respondió declarando las huelgas ilegales, en algunos 
casos cubriendo los puestos con personal militar e intimando a los 
trabajadores a retomar las tareas so pena de ser despedidos. Efectivamente, 
varios despidos masivos se concretaron y las pocas reincorporaciones que se 
hicieron fueron vía negociación caso por caso, todo lo cual favorecía la 
buscada reestructuración interna de las empresas. 

27 Este fue el caso de Jul i.o Gui. l lán, l {der del si.ndi.cato de los 
telefónicos, nombrado Subsecretario de Telecomunicaciones, y de Di.ego 
Ibáílez y Antonio Cassi.a, máximos di.rigentes del Si.ndi.cato Unidos Petroleros 
del Estado, ambos incorporados al di. rectori.o de YPF. 

28 En este aspecto, la retórica oficial hablaba de una lucha entre 
dos modelos de pa{s: uno, el que aspiraba al progreso y al crecimiento, 
representado por el gobierno y sus seguidores; otro, que prefer{a quedarse 
en el atraso y la margi.naci.ón, personi fi.cado por los oposi. tares. El uso de 
esta i.magen implicaba acotar los limites del disenso. En consecuencia, las 
críticas en general eran interpretadas como un "estar en la vereda de 
enfrente" y, en el caso de aquel las provenientes de miembros del gobierno o 
del partí.do (como los sindical i.stas), como uno intención de sacar los pi.es 
fuera del plato, lo cual invitaba a disctpli.narse o irse. 

29 Esto sucedió en ocasión de la renovación de autoridades del gremio 
de empleados de Gas del Estado, en noviembre de 1991. Por medio del fraude 
se excluy6 a la lista opositora, portadora de una propuesta de 
privatización diferente a la que se estaba llevando a cabo. Para un 
anál isi.s detallado, véase Di.nerstein, 1993, pp. 22-24. 
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Cabe aclarar que no sólo se subestimai·on las medidas de fuerzas, si.no 
que en varios casos se desecharon los estudios de fact ibi. l i.ad y proyectos 
de reforma y privatización presentados por los gremios o por asociaciones 
de técnicos y profesionales, todos ellos en general inspiroclos por una 
valoración del servicio público mós que de un estrecho interés econ~nico. 

Por otro lado, también con los sindicatos se aplicó una pol íti.ca de 
compensaciones, ya que en la mayoría de las empresas privatizadas los 
trabajadores conservaron parte del capital accionario _pero en formo 
sindicada, es decir, la propiedad es individual pero la representación es 
colectiva. Entonces, los trabajadores debían nombrar una entidad legal que 
los representara y los sindicatos se convirtieron en los delegados 
"naturales" en la negociación y administración de los llamados Programas de 
Propiedad Participada. 

Corno sucedió con otros actores, también en este caso de la ·relación 
gobierno-sindicatos predominaron los contactos y mecanismos de negociación 
informales entre di.rigentes y funcionarios del Ejecutivo, y el Presidente 
jugó un papel clave, a veces corno mediador -especialmente, cuando la 
relación con los sindicalistas parecía quebrarse- y otras corno árbitro con 
autoridad absoluta para inclinar la balanza. 

En virtud de estas interacciones, se conformó una "red de política" 
con muy pocos y densos núcleos de decisión, debido a la alta concentración 
de la toma de decisiones en torno a no mds de un par de organismos (los 
ministerios de Economía y de Obras y Servicios Públicos, las propias 
empresas a privatizar) y a personalidades concretas (particularmente, 
algunos ministros, los interventores y sus colaboradores), que giraban 
alrededor del Ejecutivo. Entonces, el desarrollo y el contenido de muchos 
aspectos del proceso de formación e implementación de la política dependía 
de la iniciativa discrecional de ciertos individuos y de sus posibilidades 
de imponer sus criterios al resto. Al mismo tiempo, dichas posibilidades 
dependtan, en gran medida, de su acceso directo al Presidente. Las 
decisiones de éste último funcionan corno última palabra en cualquier 
diferencia y su autoridad es indiscutida. 

Puede decirse que la base de esta pequeña pirámide -s1 se le pudiera 
dar esa figura a la red- se amplió un tanto en la segunda etapa de las 
privatizaciones, en la que intervinieron otros actores domésticos. El 
propósito del ministro Caval lo de darle mayor trasparencia y sistematici.dad 
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al proceso llevó a real i.zar vari.as rondas de c.onsultas con di.sti.ntas 
fuerzas poli.ti.cas y organi.zaci.ones i.ntermedi.as de todo ti.poya esperar la 
aprobación del Congreso para proceder con la venta o concesi.ón. Por 
ejemplo, parte del proceso de privatización de YPF siguió este curso y fue 
la modalidad adoptada desde un principio en el caso del sistema de 
seguridad social. En consecuene1a, se abrieron muchos más canales 
"horizontales" que, por supuesto, generaron nuevas instancias de conflicto 
y de negoci.aci.ón y demoraron el proceso. 

No obstante, el elemento de discrecionalidad no desapareció, en la 
medida en que los acuerdos no se respetaron y las normas aprobadas 
consensuadamente fueron luego modificadas o anuladas por otros mecanismos 
(e.g., veto, decretos reglamentarios, modificación de otras leyes). Este 
fue, por ejemplo, el caso Hpico de vari.os artículos de la ley de 
pri.vatización del sistema de seguri.dad soci.al sobre los que el Mi.ni.stro de 
Economia y los legi.sladores naci.onales disenti.an. 

Incluso, se han llegado a usar procedi.mi.entos por demás i.rregulares, 
como el que permitió en marzo de 1995 vender el 20% de acci.ones que el 
Estado debi.a conservar de YPF para salvar urgenci.as financi.eras30, o la 
famosa votacióh en marzo de 1992 del marco regulatori.o para la 
privatización de Gas del Estado, en la que el quonan necesario se logró 
con la ocupación de una banca por un amigo de un diputado. 

Todo esto no es un dato menor porque nos indica, nuevamente, la 
escasa independencia de poderes (en este caso, el Legislativo), la 
deslegitimación de mecanismos democráticos y la institucionalización de 
reglas de juego no consensuadas. 

Además, volviendo al tema de la discrecionalidad, durante la segunda 
etapa de las privatizaci.ones el Ministro de Economí.a ya habí.a logrado 
concentrar mucho más poder que cualquiera de los interventores de las 
empresas a privatizarse y gozaba de mucha mayor autonomi.a. De hecho, los 
estudios de caso demuestran que funcionó como medi.ati.zador en las 
relaciones Ejecutivo-Legislativo y grupos de interés-poder político. Por 
ejemplo, en lo que hace al primer caso, enviando a sus colaboradores 
cercanos al Congreso para part ici.par de la redacción de las normas o del 
control de la disciplina partidaria en las votaciones y, en el segundo, 

30 Véase, Margheritis, 1995b, pp. 23-25. 
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trabajando en consulta permanente con los inversores pri. vados sobre la 
canal izaci.ón de sus inqui.etudes e i.ntereses y la instrumentación de la 
pol iti.ca. 

En consecuenc10, es importante remarcar dos aspectos lnt i.mamente 
vinculados. Por un lado, cuando la red se amplió, también lo hi.zo el 
disenso y nuevas estrategias para neutralizar la oposición tuvieron que 
ponerse en próctica, especialmente cuando ésta última surgió de las propias 
filas del partido gobernante. En ese sentido, la discipl ;na parti.dari.a se .,,, 
ejercitó a través de contactos personales e informales que aseguraron al 
equipo económico que el disenso parlamentario no generarla hechos que 
pudieran alterar la estabilidad del modelo económico puesto en marcha con 
la Ley de Converti.bilidad31. Por otra parte, los (mi.ces li.mi.tes que 
reconoció la intervención discrecional del Ministro de Econanla fueron -y 
si.guen siendo- aquel los impuestos por necesidades pol í.ticas (e.g., la 
reforma constitucional y las perspectivas eleccionarias), es decir, 
aquellos factores que podri.an afectar su continuidad en el poder y la de su 
programa económico. 

V. - Con el usi ones 

En base a lo expuesto, puede inferirse que la hipótesis inicial no es 
. totalmente acertada. Los factores que han alterado los parómetros dentro de 

los cuales se desarrolla el proceso de formación de pol ltica económica no 
son elementos organizacionales o institucionales completamente nuevos. Se 
trata, en realidad, de la conjunción de un estilo particular de hacer e 
implementar pol í.ticas públicas con tradiciones pol i.ticas fuertemente 
arraigadas en nuestra cultura política, que se unen en una coyuntura muy 
particular que propiciaba las innovaciones. 

Obviamente, exi.sti.a un proceso histórico de largo plazo en el que 
para los 90 ciertos elementos estructurales habtan madurado y creaban las 
condiciones para la formación de una nueva coalición gobernante. Me refiero 

31 Este era uno de los puntos centrales del debate en torno al 
artículo 40 de lo ley de reformo del sistema previsionol. 
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a los factores antes mencionados en relación a los grupos empresarios y 
sindicatos, que habí.an visto modificar se paulatinamente su · conformación 
interna, sus recursos de poder, los intereses en juego y su relación con el 
poder político. De modo que frente a la crisis que marcó el agotamiento de 
un modelo económico y de un modo de_ rel_acionamiento Estado-sociedad y 
Estado-mercado, el peronismo barajó y dio de nuevo, ofreciendo nuevos 
incentivos económicos y pol Hicos para quienes respaldaran las reformas y 
mostrándose inflexible con quienes no las acompañaran. 

Es decir, la situación de crisis y emergencia amplió los márgenes de 
maniobra, permitió actuar de manera drástica y avanzar con rapidez y 
autorizó virajes ideológicos impensables en otro contexto. En ese marco, el 
menemismo inauguró un estilo de gobierno muy diferente al del gobierno 
anterior pero no muy alejado de sus tradiciones partidarias, un estilo 
mucho más cerrado al debate público y aparentemente impermeable a los 
planteas opositores. Eligió el camino de la imposición de sus políticas por 
sobre otros poderes y por sobre las demandas sociales, evidenciando cierto 
menosprecio por las expresiones y procedimientos democráticos. A su vez, 
ciertas patrones típicos de nuestro sistema político (e.g., el hiper-
presidencialismo, el discrecionalismo, la deslegitimación de instituciones 
democráticas) facilitaron la concentración de poder en el Ejecutivo y 
proveyeron los mecanismos extraordinarios de decisión para el ejercicio de 
ese estilo de gobierno por imposición. 

Ahora bien, en la literatura sobre este tema suele inferirse de la 
evidencia empírica que una irtervención estatal efectiva está relacionada 
con la existencia de un aparato burocrático coherente, eficiente y 
relativamente autónomo y una red de lazos con i.mportantes sectores 
sociales. Ambos factores dan como resultado lo que Evans ha llamado 
embedded autonomy3Z. 

En este caso, el gobierno adquirió cierta autonomía en la adopción de 
la decisión merced al contexto de crisis y a una política de inclusi.ón 
selectiva -no de aislamiento- de ciertos actores en el proceso de formaci.ón 
de la política económica. Se trató de autonomía respecto de ciertos 
sectores de la sociedad, aquellos sobre los que el modelo carga los costos 

32 Véase Evans et al. (eds.), 1985, pp. 44-77. 
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del ajuste, pero no de grupos económicos locales y extranjeros que eran los 
únicos capaces de aportar el capital y el respaldo polttico necesarios. 

Con ellos construyó una red de lazos en los que descansó el éxito en 
la implementación de la política privatizadora, principalmente, a través 
del otorgamiento de canpensaciones y la creación de nuevos incentivos que 
hicieran el negocio atractivo. Los lazos históricos con el otro actor 
importante, los sindicatos, permitieron que vla disciplinamiento partidario 
y mano dura frente a la resistencia se neutralizara su oposición al proceso 
pri.vati.zador. 

Todo ello se fue definiendo durante la etapa de implementación de la 
política, en la que permanentemente se priorizó el objetivo político de 
generar credibilidad en el compromiso del gobierno con la nueva orientación 
económica. Por eso, el diseño y el contenido de la politica no importaban 
demasiado, habla que privatizar y hacerlo rápido, srn exces1vas 
cons i derac i. ones acerca del cómo. De ese modo, en e 1 marco de una nueva 
coal i.ci.ón gobernante que sólo el menemi.smo se atrevió a plasmar en los 
hechos, qui.enes antes se hablan opuesto, pasaron a respaldar y tomar parte 
activa en la definición del proceso privatizador. 

En cuanto a la cuestión de las capacidades, la falta de recursos y de 
un aparato burocrático eficiente fue suplantada por la concentración de 
poder alrededor del Ejecutivo y la institucionalización del uso 
discrecional de di.cho poder. Pero eso no sólo ocurrió a un nivel macro. La 
red de politica que se construyó alrededor del tema privatizaciones tomó 
forma a medida que el proceso avanzaba y que las mismas interacciones entre 
actores iban moldeando sus reacciones futuras. A todos los niveles estuvo 
plagada de personalismos y di.screcionalismos que operaron principalmente a 
través de canales informales de contacto. Estas mismas caractertsticas 
determinaron, al mismo tiempo, su debilidad: las capacidades -en especial, 
la credibilidad pol Hica, elemento clave para la consol idaci.ón de las 
reformas- quedó sujeta a personas más que a instituciones o nuevas reglas 
de juego consensuadas socialmente33. 

33 El hecho de que recientemente la discusión pol t ti. ca haya gi. rado 
durante mós de un mes alrededor del posi.ble alejami.ento del Mi.ni.stro de 
Economía es prueba de di.cha personalización y de la fragilidad de la 
estabilidad lograda. 
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Es decir, hubo un amplio margen para que operaran los personalismos y 

la discrecional idad, dos características históricamente presentes en 
nuestra cultura poli.ti.ca. Lo que sl es novedoso es que no sólo se 
exacerbaron en este perlado si.no que se legiti.maron como la única manera de 
profundizar y mantener en el tiempo las reformas. El uso de esta lógica no 
es azaroso, ya que encaja perfectamente co11 el estilo tecnocráctico de 
gestión del equipo econ&nico al que se encargaron las reformas, el cual se 
inscribe en la tradición neoclásica que resume la acción poltti.ca a sus 
efectos perturbadores de la racionalidad econooi.ca. 

El problema es que la institucionalización de la discrecionalidad ha 
jugado en contra de la posibilidad de crear reales capacidades estatales 
que puedan trascender a las personas e incluso a los gobiernos. Por eso hoy 
el gobierno está preso de su propia trampa: ha hecho uso y abuso de 
prácticas poltticas que le sirvieron para cambiar el escenario pero no para 
controlarlo. Y por eso hoy, al igual que en la última elección 
presidencial, se recurre a fantasmas: ya no es la hiperinflación, pero si 
la inestabilidad monetaria. La continuidad del modelo ha venido a sustituir 
al argumento de la crisis, pero se lo agita con el mismo sentido de 
urgencia, de necesidad imperiosa, de emergencia que tenta hace seis anos 
para pedir, reiteradamente, un nuevo cheque en blanco34. 

En otras palabras, este estilo de gobierno requiere permanentemente 
de un estado de emergencia para seguir justificando el uso de mecanismos 
inherentemente i legttimos que en el largo plazo sólo realimentan la 
inestabilidad. Ha permitido un grado relativamente alto de éxito en la 
implementación de la polttica de privatizaciones y, en general, del 
conjunto de reformas económicas, pero ha consolidado todos aquellos 
factores que van en detrimento de la posibilidad de construir un r,égimen 
poltti.co estable. 

34 A mediados de noviembre de 1995 el Presidente vol vi.6 a pedir que 
el Congreso le delegue amplios poderes para poder llevar adelante con total 
libertad una nueva reforma del Estado. 
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